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1. PROVIDENCIAS DE ESTA CORPORACIÓN
[image: image1.png]1.1. M. P. MOLINA GUERRERO MARIA IDALÍ  Rad. 110010704013201100053 01 (19-12-11) COSA JUZGADA EN ACCIÓN DE EXTINCIÓN DE DOMINIO – Es una causal de improsiguibilidad – Puede declararse en cualquier momento procesal – Debe decidirse mediante auto interlocutorio y no mediante sentencia – Inconveniencia de declararse mediante sentencia – Cosa juzgada y principio de non bis in ídem
“Impera precisar que, el artículo 13 de Ley 793 de 2002, modificado por el artículo 82 de la Ley 1453 de 2011, prescribe la obligación de someter al grado jurisdiccional de consulta la sentencia emitida por el Juez de primera instancia, en la que se haya negado la extinción del derecho de dominio, como ocurre en el caso bajo estudio; preceptiva que trae igualmente el parágrafo 2º del artículo 5 ejusdem, que dispone el decreto extraordinario de la improcedencia de la acción en cualquier momento del proceso.

De lo anteriormente expuesto se concluye que, al advertir la existencia de cosa juzgada, el Juez de instancia debió declarar la improcedencia de la acción de extinción de dominio, conforme lo demanda la norma citada, independientemente de la etapa por la que transitaba el proceso.

Pues el proferir nuevamente una sentencia, aun cuando en este evento se trate de la declaratoria de no extinción del derecho de dominio, enfrenta cada una de las decisiones, dado que ostentan la misma jerarquía en la medida que se trata de dos sentencias de primera instancia, que si bien tienen una motivación distinta, toman una determinación de fondo que en una, es la de extinguir el dominio y en la otra no; circunstancia puede llevar a equívocos que bien pueden evitarse decretando la improcedencia extraordinaria de la acción, mediante un auto interlocutorio, susceptible en todo caso, de ser analizado en consulta. 

Dilucidado lo anterior, debe decirse que, conforme lo revelan los documentos obtenidos en la inspección judicial adelantada por el Juzgado de primer grado, se presenta una causal de improsiguibilidad de la acción de extinción de dominio que, a pesar de no hallarse expresamente señalada en la Ley 793 de 2002 respecto a las providencias desfavorables al afectado
, hace parte de la Constitución Política y por ende, es de obligatoria observancia para todos los funcionarios judiciales, en punto de garantizar el debido proceso.

Como quiera que, no es ajeno al derecho fundamental antes citado, consagrado en el artículo 29 de la Carta, el principio de cosa juzgada, porque se encuentra incorporado a la prohibición de juzgar dos veces un mismo asunto, ya definido por la judicatura y en contra del cual no proceden recursos; denominado, non bis in ídem.

Es decir que, cuando un determinado problema jurídico ha hecho tránsito a cosa juzgada, no puede ser nuevamente discutido y resuelto en un estrado judicial, so pena de quebrantar el debido proceso; afirmación que se traduce en el vínculo y conexidad que existe entre las instituciones de cosa juzgada y non bis in ídem, entendidos así por la doctrina y la jurisprudencia, que en materia constitucional, se ha ocupado no sólo de poner de presente su presencia en la Carta Política, sino también su aplicación en todas las ramas del derecho, al señalar que:

“Para esta corporación, por el contrario, estas dos nociones se implican mutuamente, son inconcebibles por separado. Non bis in idem, es una expresión latina que significa “no dos veces sobre lo mismo”; ésta ha sido empleada para impedir que una pretensión, resuelta mediante una decisión judicial contra la cual no cabe recurso alguno, sea presentada nuevamente ante otro juez. En otras palabras, quiere decir que no debe resolverse dos veces el mismo asunto. En sentido similar ha sido acuñado el término “cosa juzgada”. Por ejemplo, Liebman se refiere a él como “la inmutabilidad del mandato que nace en la sentencia.”
[1], y para Couture “es la autoridad y eficacia de una sentencia judicial cuando no existen contra ella medios de impugnación que permitan modificarla.”
[2] En las dos definiciones citadas, claramente pueden verse los nexos entre las nociones que se analizan. Sin embargo, en muchas ocasiones no tiene el intérprete o el lector que hacer un gran esfuerzo para encontrar tal relación; son múltiples los casos en que los doctrinantes la hacen expresa; por ejemplo, en la importante obra de Víctor de Santo se lee,

“El juicio por el cual las partes dirimen sus diferencias, tiene ordinariamente corolario en la sentencia, con las consecuencias que de ella derivan: la cuestión litigiosa no puede ser discutida de nuevo en el mismo proceso, ni en ningún otro futuro (non bis in idem).

Este efecto de la sentencia, sin duda el más importante, es el que se designa con el nombre de cosa juzgada, que se traduce en dos consecuencias prácticas: de un lado la parte condenada o cuya demanda a (sic) sido rechazada, no puede en una nueva instancia discutir la cuestión ya decidida (efecto negativo); del otro, la parte cuyo derecho a (sic) sido reconocido por una sentencia, puede obrar en justicia sin que a ningún juez le sea permitido rehusarse a tener en cuenta esa decisión (efecto positivo).

La cosa juzgada, con sus efectos de inmutabilidad e inimpugnabilidad, impide volver sobre lo que se ha decidido.” (negrillas fuera del texto)
[3] 

Pensar en la noción de “cosa juzgada” sin hacerlo a la vez en el non bis in idem, es prácticamente un sin sentido; por lo tanto, cuando el artículo 29 de la Constitución prohíbe al Estado juzgar a una persona dos veces por el mismo hecho, está haciendo referencia a ambas.

b) Teniendo presente lo anterior, carece de sentido lógico afirmar que uno de los principios citados se aplica en materia penal y el otro en civil, pues como ya se dijo, no se trata de dos principios diferentes. Es probable que en cada una de las dos áreas del derecho se concrete de manera diferente, al igual que en laboral o administrativo; pero sin lugar a dudas se trata del mismo principio de derecho.

 (…)

En conclusión, la Constitución Política de Colombia incluye la protección a la “cosa juzgada” como parte constitutiva del debido proceso; por tanto ella se erige como una garantía constitucional de carácter fundamental, que en caso de violación, puede ser protegida por medio de la acción de tutela”
. (Destacado del texto).

Por manera que, no había ninguna razón que impidiera al funcionario judicial de instancia reconocer oficiosamente la existencia de cosa juzgada en el presente evento y declararlo como razón suficiente para no volver a analizar la situación fáctica que otrora había sido planteada por la Fiscalía con idéntica pretensión extintiva, ante el mismo Juez, quien en la primera oportunidad, en sentencia del 20 de septiembre de 2010 determinó declarar la extinción del derecho de dominio sobre el dinero incautado en las coordenadas geográficas N 02º20´57.3´´ W 73º24´13.4´´, del departamento del Guaviare, zona selvática a orillas del río Guayabero, como lo demuestra la documentación obrante a folios 10-76 del cuaderno original No. 2.

Máxime cuando, se reúnen los requisitos del artículo 332 del Código de Procedimiento Civil para reconocer la existencia de cosa juzgada, esto es, identidad de partes (eadem conditio personarum), identidad de objeto (eadem res) e identidad de causa (eadem causa petendi), porque, se reitera, se trata de un asunto cuyo trámite inició la Fiscalía contra personas indeterminadas, pretendiendo la extinción del dominio sobre el circulante decomisado en la zona aludida ut supra, el 3 de septiembre de 2008.

Corolario de lo anterior, surge evidente que la acción extintiva no podía iniciarse, pero una vez iniciada, estaba vedado al funcionario judicial que advirtiendo la existencia de cosa juzgada proseguir su trámite, cuando debió dictar decisión en los términos del parágrafo 2º del artículo 5º de la Ley 793 de 2002, tal como lo aseguró en la parte final de la determinación consultada.”
Relatoría/consulta/2011/Extinción de Dominio /Sentencias
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1.2. M. P. MOLINA GUERRERO MARIA IDALÍ  Rad. 110010704013200900036 01 (11-12-11) ACCIÓN DE EXTINCIÓN DE DOMINIO – Inaplicación del principio de presunción de inocencia – Aplicación de la carga dinámica de la prueba
“De manera que, no cabe duda del andamiaje conformado por el grupo familiar de José Santacruz Londoño para encubrir los recursos ilícitos provenientes del tráfico de estupefacientes, en el cual sus suegros, Heriberto Castro Meza y Esperanza Rodríguez de Castro, abrían cuentas en bancos de países extranjeros para consignar las cuantiosas ganancias, aparentemente provenientes de la actividad ganadera desplegada en Colombia, como fue referido por aquéllos ante dichas autoridades
; argumento que difiere del expuesto ante autoridades nacionales, porque supuestamente éste devenía de la empresa Confecciones Arlington Ltda..

En consecuencia, razonable es inferir que, el dinero destinado por Amparo Castro Rodríguez y Esperanza Rodríguez Vda. de Castro, en la compra de los inmuebles identificados con matrículas inmobiliarias Nos. 370-26658 y 370-164591, provinieron del narcotráfico desplegado por José Santacruz Londoño, porque se evidenció la actividad ilícita desplegada por éste, el vínculo parental de las afectadas con aquél, la participación que tuvieron en el tráfico de estupefacientes y la incapacidad económica para adquirir dichos bienes.

Por tanto, conforme las reglas propias de la carga dinámica de la prueba, característica del trámite extintivo del derecho de dominio, el Estado, representado por la Fiscalía General de la Nación, hizo un señalamiento de ilicitud de los recursos destinados por las afectadas en la compra de los bienes objeto de extinción en el presente asunto, por lo que correspondía a aquéllas, desvirtuarlo probatoriamente, sin que lo hubieren logrado.

Sobre este tópico señaló la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Penal, en sentencia del 13 de mayo de 2009, proferida dentro del radicado No. 31.147, con ponencia del Magistrado, doctor Sigifredo de Jesús Espinosa Pérez.

“Pero si bien es cierto que el principio de presunción de inocencia demanda del Estado la demostración de los elementos suficientes para sustentar una solicitud de condena, ha de admitirse al mismo tiempo que en eventos en los cuales la Fiscalía cumple con la carga probatoria necesaria, allegando las evidencias suficientes para determinar la existencia del delito y la participación que en el mismo tiene el acusado, si lo buscado es controvertir la validez o capacidad suasoria de esa evidencia, es a la contraparte, dígase defensa o procesado, a quien corresponde entregar los elementos de juicio suficientes para soportar su pretensión. 

El anterior criterio, estrechamente relacionado con el concepto de "carga dinámica de la prueba", que ya ha sido desarrollado por la Sala
 reconociendo su muy limitada aplicación en el campo penal, porque no se trata de variar el principio de que es al Estado, por acción de la Fiscalía General de la Nación, a quien le compete demostrar todas las aristas necesarias para la determinación de la responsabilidad penal, posibilita que procesalmente se exija a la parte que tiene la prueba, que la presente, para que pueda cubrir así los efectos que busca de ella. 

Lo anterior, porque dentro de criterios lógicos y racionales no puede desconocerse que la dinámica de los acontecimientos enfrenta a la judicatura en muchas de las veces a situaciones en las cuales se aduce la existencia de elementos de juicio o medios probatorios que sólo se hallan a la mano del procesado o su defensor, que los invocan para demostrar circunstancias que controvierten las pruebas objetivas que en su contra ha recaudado el ente instructor, y que por lo tanto es a ellos a quienes corresponde allegarlos al proceso si quieren obtener los reconocimientos que de los mismos buscan.”
De otro lado, para responder el argumento aducido por el recurrente en cuanto a la aplicación del principio de presunción de inocencia, ha de señalarse que, contrario a lo expuesto por él, en el proceso de extinción de dominio, gobernado por la Ley 793 de 2002, no se pregona la presunción de inocencia, como efectivamente procede en la acción penal, porque atendiendo la autonomía predominante de la citada acción, el legislador impuso la obligación a los afectados de demostrar la procedencia lícita de los recursos objeto de la misma.

Al respecto, la Corte Constitucional, en sentencia C-740 de 2003, Magistrado ponente, doctor Jaime Córdoba Triviño, dijo: 

En primer lugar, la Corte debe reiterar que la extinción de dominio es una acción constitucional pública, jurisdiccional, autónoma, directa y expresamente regulada por el constituyente y relacionada con el régimen constitucional del derecho de propiedad.  De acuerdo con esto, no se trata, en manera alguna, de una institución que haga parte del ejercicio del poder punitivo del Estado y por ello no le son trasladables las garantías constitucionales referidas al delito, al proceso penal y a la pena.  Por lo tanto, en el ámbito de la acción de extinción de dominio no puede hablarse de la presunción de inocencia y, en consecuencia, de la prohibición de inversión de la carga de la prueba pues estas garantías resultan contrarias a la índole constitucional de la acción.

No desconoce esta Corporación que en anteriores pronunciamientos se admitió que en la acción de extinción de dominio era aplicable la presunción de inocencia.  No obstante, tales pronunciamientos se profirieron con base en un régimen legal diferente al actualmente vigente, régimen promulgado frente a un contexto histórico también distinto y con una teleología legislativa diversa.  De allí que en ese régimen, si bien se afirmó la autonomía de la extinción de dominio, se lo hizo sin desvincularla completamente de la declaratoria de responsabilidad penal.  Ello fue así al punto que, según los artículos 7 y 10 de la Ley 333 de 1996, no se podía adelantar la acción de extinción de dominio de manera independiente cuando existían procesos penales en curso, pues se trataba de una acción que era complementaria de la acción penal.
Conforme las premisas expuestas, se advierte configurada la causal 2ª del artículo 2º de la Ley 793 de 2002, en la adquisición de los inmuebles identificados con matrículas inmobiliarias Nos. 370-26658 y 370-164591, porque Amparo Castro Rodríguez y Esperanza Rodríguez Vda. de Castro, los compraron con dinero proveniente de la actividad ilícita desplegada por José Santacruz Londoño; por tanto, el derecho del dominio sobre éstos debe ser extinguido a favor del Estado, conforme lo estableció el a quo, de manera que, la decisión apelada será confirmada, por encontrarse ajustada a derecho y a la evidencia probatoria.”
  Relatoría/consulta/2012/Extinción de Dominio/Sentencias
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M. P. MOLINA GUERRERO MARIA IDALÍ  Rad. 110010704013200900036 01 (30-09-11) ESTIPULACIONES PROBATORIAS – Elementos materiales probatorios que las soportan pueden ser admitidos para probar otros hechos

“Ahora bien, teniendo en cuenta lo manifestado por el Juez de instancia y los argumentos de los recurrentes, impera precisar que, conforme lo dispone el artículo 356 de la Ley 906 de 2004, las estipulaciones probatorias, como bien lo señaló el apoderado del procesado durante su intervención en la audiencia preparatoria, constituyen un acuerdo que se celebra entre la Fiscalía y el defensor, para aceptar como probados hechos, demostrables con medios de convicción conocidos previamente por aquéllos.

Sin embargo, lo anterior en modo alguno impone la inadmisión automática de los elementos materiales o evidencia física que soportan una determinada estipulación, puesto que, los mismos pueden corroborar la existencia de un hecho distinto al estipulado, haciéndose necesaria su admisión, previo análisis de pertinencia, conducencia, racionalidad y utilidad, en punto de desarrollar el debido proceso probatorio de todos los sujetos procesales.

Por lo anterior, es preciso que el funcionario judicial al adelantar el examen que requiere el decreto de las pruebas, realice un minucioso estudio de los hechos que según las partes se tendrán como probados, junto con los medios de conocimiento en los que se soportan, con el fin de establecer si su solicitud se hizo para demostrar únicamente esas situaciones fácticas o por el contrario, abarcan otras, cuya demostración se llevará a cabo en el juicio oral.

En el caso que se examina, se advierte que no le asiste razón al Juez de instancia respecto del testimonio de José Víctor Malaver Peña, pues el análisis que éste plasmó en el informe rendido el 15 de marzo de 2009, en calidad de investigador de campo y laboratorio, se dirigió a estudiar y analizar el patrimonio del acusado y su núcleo familiar, como lo manifestó la Representante del Ente Acusador al hacer su solicitud probatoria, lo que permite inferir que la práctica de este medio de conocimiento no se dirige únicamente a dilucidar si aquéllos presentaron incremento patrimonial injustificado o no, sino a establecer los pormenores de su haber, en punto de determinar qué sucedió con los $200.000.000, que se dice fueron entregados a ROJAS BIRRY.

A esa conclusión se arriba, después de analizar la solicitud de pruebas que llevó a cabo la Delegada de la Ente Acusador, junto con el contenido de las estipulaciones probatorias No. III y IV, en las que se advierte que las partes (Fiscalía y Defensa), acordaron tener como hecho probado que en el periodo comprendido entre el 1 de enero de 2007 y el 30 de marzo de 2009, el acusado, su ex esposa e hijas, no presentaron incremento patrimonial injustificado; situación fáctica que se corroboró, entre otros, con el aludido informe.

Dictámen que, aclaró la Fiscal del caso, probaba únicamente el aspecto que se refiere en el párrafo anterior y en ese sentido fue aprobado por el defensor, quien en señal de aceptación firmó las estipulaciones, conforme lo aseguró la precitada al leer su contenido durante la audiencia, de manera que, tanto el apoderado del encartado como la delegada del Ente Acusador, al dejar sentada dicha explicación, sabían que el alcance del multicitado instrumento en dichos acuerdos, no abarcaba el documento en su totalidad, sino que de él se desprendían otros tópicos susceptibles de ser controvertidos en el juicio oral.

De manera que, el testimonio de José Víctor Malaver Peña, será admitido, para que declare respecto de las labores adelantadas como investigador de campo y laboratorio e introduzca por ese conducto, el informe realizado el 15 de mayo de 2009, únicamente en lo que no fue objeto de estipulación probatoria. 

Lo anterior, porque tanto el testimonio como el informe, resultan pertinentes, conducentes y útiles para dilucidar aspectos patrimoniales que servirán para establecer la  responsabilidad y materialidad de la conducta punible endilgada al procesado, teniendo en cuenta que se le sindicó de haber recibido $200.000.000; hecho que no tuvieron por probado las partes, y por ende, merece que para su discusión se tengan en cuenta los estudios contables elaborados no sólo por el investigador del CTI, sino también por el asesor tributario de FRANCISCO ROJAS BIRRY, señor Luis Eduardo Muñoz Quiroz.”
Relatoría/Consulta/2011/Lavado de Activos y Enriquecimiento Ilícito/Sentencias
JORGE DEL CARMEN RODRÍGUEZ CÁRDENAS     ALBERTO POVEDA PERDOMO      NOHORA LINDA ANGULO GARCÍA

                     Presidente                                      Vicepresidente
                           Relatora

� Ver numeral 3º del artículo 9º de la Ley 793 de 2002. Pues en este ordinal se refiere a “una sentencia favorable que deba ser reconocida como cosa juzgada dentro del proceso de extinción de dominio”.











� Corte Constitucional. Sentencia T. 652 de 1996. M. P. Carlos Gaviria Díaz


� Folio 3 del cuaderno original 3


� Declaración rendida por Esperanza Rodríguez de Castro dentro del radicado 31313, proceso matriz adelantado para la extinción del derecho de dominio de los bienes que presumiblemente conformaron el patrimonio de José Santacruz Londoño, referida como prueba trasladada por la Unidad de Fiscalía Delegada ante la Corte Suprema de Justicia en resolución del 15 de octubre de 2003, mediante la cual resolvió el grado jurisdiccional de consulta de la resolución de improcedencia de la acción de extinción del derecho de dominio proferida por un fiscal de la Unidad Nacional de Extinción de Dominio y Lavado de Activos.  Folios 138 y ss del cuaderno original 1


� Fallo de casación del 9 de abril de 2008, radicado No. 23.754. Extractos de Jurisprudencia Abril - Junio de 2009.
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